P R O Y E C T O   D E   L E Y


El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de: 

L E Y

Artículo 1º. Modificase el artículo 627 de la Ley 7425 -Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Bs. As.-, el que quedará redactado de la siguiente manera:


Artículo 627º: Sentencia. Recursos. Antes de pronunciar sentencia el juez hará comparecer al presunto insano a su presencia o se trasladará a su domicilio o lugar de internación. La sentencia de dictará en el plazo de quince (15) días y se comunicará a los registros de incapaces y del estado civil de las personas.


 Si no se declarase la incapacidad, cuando el juez estimare que del ejercicio de la plena capacidad pudiere resultar, presumiblemente, daño a la persona o patrimonio del que sin haber sido hallado demente presenta disminución de sus facultades mentales, podrá declararlo inhabilitado en la forma y con el alcance previstos en el artículo 152 bis del Código Civil. 

           La sentencia será apelable dentro del quinto día, por el denunciante, el presunto insano o inhabilitado, el curador provisional y el asesor de menores. 

Artículo 2º.  Comuníquese al Poder Ejecutivo.  

F U N D A M E N T O S

La presente modificación al Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Provincia pretende instaurar, en el marco del proceso de Declaración de Demencia, la obligación de que el magistrado interviniente, antes del dictado de la sentencia, tome conocimiento personal del presunto insano, bajo alguna de las modalidades impuestas por la norma, las cuales no se modifican.
Es decir, se transforma en un deber la actual facultad del Juez. 

En este sentido, reconocida doctrina provincial apunta “…cualquiera sea el carácter y la entidad de las pruebas aportadas, estando en juego la libertad personal del denunciado, resulta plenamente justificado imponer el juez el poder deber de examinarlo con anterioridad a la sentencia como condición de validez de ésta” (Código Procesal Civil y Comercial comentado, Morello, Passi Lanza, Sosa, Tomo VII, pág. 159).
 Coincidimos plenamente con esa observación, remarcando que la implementación de esta reforma traerá aparejadas mayores garantías en función de la sentencia a dictarse que puede cambiar la capacidad civil del denunciado como presunto insano, situación que por su relevancia impone la toma de los mayores recaudos posibles. 
El contacto personal del Juez que se pretende lograr obligatorio y el asesoramiento de los cuerpos interdisciplinarios acordes a cada caso, garantizará asimismo un acabado conocimiento de la situación, para luego poder resolver satisfactoriamente.

Por todo lo expuesto, solicito a los señores legisladores, su voto afirmativo para este proyecto.

